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SINOPSIS 




			 




			Aunque se confunde en ocasiones con la caridad, la cooperación al desarrollo de los países es mucho más: se trata de una compleja herramienta de política exterior que ha contribuido al prestigio e influencia internacional de España y que ha cambiado las vidas de cientos de miles de personas, tanto de los beneficiarios de los distintos proyectos como de los cooperantes que han trabajado sobre el terreno. Ese es el punto de partida del libro del periodista Miguel Ángel Villena, España Solidaria, que ofrece una visión panorámica de lo que ha supuesto la ayuda española en el mundo y explica el complejo funcionamiento de este mecanismo. 




			



	  


	 	

	  

      



			A los españoles y las españolas que luchan por un mundo más justo. A toda la gente de la cooperación que ha prestado su tiempo, su talento y su esfuerzo para la elaboración de este libro y, en especial, a mis colegas de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional entre 2009 y 2011. 




			



			




	  


	 	

	  

       




			Prólogo




			Un actor comprometido y responsable de la comunidad internacional 




			 




			«La verdadera riqueza de una nación está en su gente». Ésta fue la sencilla pero poderosa frase de apertura del primer Informe sobre Desarrollo Humano, de 1990, promovido por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), bajo la autoría de Mahbub ul-Haq, de Pakistán, y del premio Nobel de Economía Amartya Sen, de India, entre otros destacados ideólogos del desarrollo. Más de un cuarto de siglo después, el espíritu de esta frase está en el corazón de la cooperación española, como guía de su importante labor y como muestra de su solidaridad con las personas más pobres y vulnerables del mundo. 




			Durante las tres últimas décadas, la cooperación española para el desarrollo se ha constituido en una organización profesional que ofrece un claro valor añadido y un evidente impacto en los países en desarrollo. A su vez, España ha contribuido con tropas en un buen número de operaciones de paz de Naciones Unidas, demostrando el compromiso del país por un mundo más estable y más pacífico. Las Naciones Unidas y, en concreto, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, nos hemos aliado con España en este viaje y hemos sido testigos de su firme compromiso para alcanzar la paz y la prosperidad en todo el mundo. 




			La cooperación española para el desarrollo comenzó oficialmente en el período de la Transición, aunque previamente España había desarrollado diferentes formas de relación y de cooperación científica, cultural y académica, especialmente con Latinoamérica. A partir de ahí, España se consolidó como donante neto en materia de cooperación en 1982. 




			La actual Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) se creó en 1988 (como AECI), e inmediatamente se constituyó como el organismo que centraliza la contribución de España en la lucha contra la pobreza y en la promoción del desarrollo sostenible. La AECID lanzó un ambicioso programa de jóvenes cooperantes, que después se convertirían en técnicos de la agencia y líderes de la sociedad civil española de cooperación. La AECID se benefició también de un mecanismo innovador de impuestos a través de las contribuciones voluntarias del 0,7 por ciento del IRPF para la Iglesia católica y «para otros fines de interés social», lo que permitió incrementar las partidas presupuestarias destinadas a cooperación internacional. Desde su creación, la AECID ha mostrado su compromiso en cuanto a la consecución de resultados de desarrollo humano para los más necesitados. Los grandes logros de esta agencia española fueron celebrados en 2013 con ocasión de su 25.o aniversario. 




			Cincuenta países en todas las regiones del mundo se han beneficiado de su compromiso, de sus inversiones, de su incansable trabajo y de los valores promovidos y llevados a cabo a través de la cooperación española para el desarrollo. Los ejemplos del apoyo de España son numerosos e incluyen, entre otros: la modernización de los sistemas judiciales en Bolivia y Guatemala; el refuerzo de la seguridad ciudadana en Centroamérica; la provisión de agua en el altiplano andino; o la limpieza y sellado de los más grandes vertederos del continente latinoamericano, como el de la Chureca, en Managua (Nicaragua). España ha contribuido también a operaciones de paz en Colombia y El Salvador; ha proporcionado ayuda de emergencia en Haití, Indonesia, Filipinas y Oriente Próximo; ha establecido uno de los mejores centros de investigación para la malaria en Mozambique; y ha promovido la protección social en Etiopía y la seguridad alimentaria en Níger, Mali y Mauritania. Asimismo, España ha ayudado a rehabilitar el patrimonio histórico de ciudades tan bellas como Lima (Perú), Antigua (Guatemala) y Cartagena de Indias (Colombia). 




			Una seña de identidad de la cooperación española ha sido la promoción de la igualdad de género y del empoderamiento de la mujer, incluyendo el apoyo a las reformas legales destinadas a capacitar a las mujeres para que puedan desarrollar todo su potencial en la sociedad, así como a combatir la violencia de género. En general, España ha estado firmemente comprometida con la promoción de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas con discapacidades. De hecho, en 2012, España fue galardonada con el Premio Roosevelt (Franklin D. Roosevelt International Disability Rights Award), y es uno de los primeros países del mundo en adaptar la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad a su legislación nacional. 




			En el año 2000, 189 Estados miembros de Naciones Unidas, incluido España, se comprometieron en la Declaración del Milenio para construir un mundo más pacífico, más próspero y más justo, reafirmando así su compromiso con los principios y valores de la Carta de Naciones Unidas. Fue en este marco en el que se aprobaron los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), ocho metas destinadas a reducir la pobreza extrema, garantizar la educación primaria a las niñas y niños de todo el mundo, reducir la mortalidad materna e infantil, terminar con las epidemias del sida, la malaria y la tuberculosis y promover la igualdad de género y la protección del medio ambiente. Se propuso una alianza global para lograrlo, una alianza en la que España siempre estuvo presente de forma activa. 




			Fue en ese contexto, en diciembre de 2006, cuando el gobierno de España estableció el Fondo para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (F-ODM) en asociación con el PNUD, en nombre de las Naciones Unidas. Sin duda, el establecimiento de este fondo representó un salto de calidad y de cantidad de la cooperación española para el desarrollo. Esto fue posible gracias a la visión y el compromiso del entonces presidente del gobierno de España, José Luis Rodríguez Zapatero (un compromiso que se sostuvo durante años y gobiernos posteriores), sus ministros de Hacienda, Pedro Solbes, y de Exteriores, Miguel Ángel Moratinos, así como de la secretaria de Estado de Cooperación Internacional, Leire Pajín, que trabajaron en estrecha colaboración con mi predecesor y administrador del PNUD, Kemal Dervis¸ . 




			La generosidad del gobierno de España no tenía precedentes. España invirtió más de 900 millones de dólares en el PNUD con la misión de movilizar, acelerar y alcanzar los ODM —la contribución más significativa jamás hecha por un único país a la cooperación internacional a través del sistema de desarrollo de Naciones Unidas. Esta generosa contribución permitió al Fondo para el logro de los ODM (F-ODM) apoyar 130 programas en 50 países, beneficiando a millones de personas. 




			Los principios de eficacia de la ayuda estaban en el centro del trabajo del Fondo, con una prioridad clara en la apropiación y liderazgo nacional, así como en la coordinación y armonización. Esto también facilitó la coordinación dentro del sistema de desarrollo de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) bajo el principio de «Unidos en la Acción», en el que cada entidad aportaba su mandato y experiencia específica en el diseño y la implementación de programas multidimensionales. 




			El Fondo adoptó un enfoque innovador, trabajando a través de ocho ventanas temáticas con impacto en varios ODM al mismo tiempo. Este enfoque, multidimensional e intersectorial en su esencia, estaba diseñado para brindar soluciones integrales a desafíos complejos y llegaría a ser central en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Por ejemplo: los programas específicos de género estaban acompañados de una transversalización de género en todas las áreas de trabajo; se tuvo en cuenta la cultura y la diversidad cultural para mejorar el impacto de las políticas públicas; la perspectiva y las circunstancias de los pueblos indígenas estaban en el centro de las políticas destinadas a la erradicación de la discriminación y la pobreza; se impulsó el empleo juvenil y la migración segura; se crearon mecanismos democráticos y transparentes para una gobernanza participativa del agua y del saneamiento. 




			Este enfoque generó resultados importantes; por ejemplo: 




			 




			• En la ventana temática de «Infancia, Nutrición y Seguridad Alimentaria» se llevaron a cabo 24 programas en los que trabajaron 11 agencias de la ONU con un presupuesto de 131 millones de dólares. Entre los logros, cabe destacar que 1,7 millones de niños y niñas y 800.000 madres cuentan con una mejor nutrición, así como que 1,2 millones de madres y niños se han beneficiado de programas y políticas de lactancia. 




			• En la ventana temática de «Juventud, Empleo y Migración» se mejoró la vida de 642.000 personas, entre ellas 127.000 jóvenes, 24.000 migrantes y casi 400.000 niños y niñas. En total, 190.000 jóvenes adquirieron nuevos conocimientos en los programas de formación para el empleo. En Filipinas, por ejemplo, donde cerca de un millón y medio de jóvenes estaban desempleados en 2010, el programa facilitó materiales y formación sobre el emprendimiento y habilidades para la vida. 




			 




			La fecha de cumplimiento de los ODM estaba establecida para 2015, y esto marcó la conclusión formal del trabajo del Fondo ODM. Pero el compromiso firme de España con la cooperación para el desarrollo, en asociación con el PNUD, se mantuvo, incluyendo, entre otros, el Fondo Fiduciario PNUD/España, y el apoyo fundamental a los sucesivos Informes Regionales sobre Desarrollo Humano para América Latina y el Caribe. 




			España apoyó y participó muy activamente en el proceso de definición de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, incluyendo las consultas regionales y globales que se llevaron a cabo. De hecho, en 2013, España y Colombia acogieron, en Madrid, la Consulta Global sobre Hambre, Seguridad Alimentaria y Nutrición, que contribuyó a la definición del programa ODS. En 2014, en Cartagena de Indias (Colombia), España y el PNUD acogieron la consulta regional sobre el rol del sector privado en la implementación de la Agenda, lo cual incluía cómo promover la igualdad de género en las empresas. 




			A lo largo de los últimos treinta años, España se ha constituido como un actor comprometido y responsable de la comunidad internacional, manteniendo el rumbo en la promoción de la solidaridad internacional y el multilateralismo eficaz. A pesar de las consecuencias de la crisis financiera global y de su serio impacto en España, el país se ha mantenido totalmente comprometido con las personas más vulnerables y desfavorecidas del mundo, y ha adaptado estratégicamente su cooperación a las nuevas realidades. 




			Mirando hacia el futuro, España puede seguir contando con el apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo como un socio comprometido en sus esfuerzos por fomentar la paz y la prosperidad en todo el mundo. 




			 




			HELEN CLARK, 




			ex primera ministra de Nueva Zelanda y directora del PNUD 




			



	  


	 	

	  

       




			
Introducción 




			Ascenso, caída y esperanzas de la cooperación española 




			 




			En el otoño de 2010, los responsables del Parque Nacional Galápagos (Ecuador) recibieron a una delegación española al pie de la escalerilla del avión en el aeropuerto de San Cristóbal. «Bienvenida a su casa», saludaron a la entonces secretaria de Estado de Cooperación Internacional, Soraya Rodríguez. «No decimos su casa solamente en un sentido metafórico», añadieron con una sonrisa, «sino también en un sentido literal. Buena parte del presupuesto del Parque Nacional Galápagos lo pagan los contribuyentes españoles». En aquella maravilla de paraíso de la naturaleza, conservado tal como lo viera Charles Darwin en el famoso viaje del Beagle que permitió al biólogo inglés formular su teoría de la evolución de las especies y cambiar las concepciones del mundo y de la vida, se ponía de manifiesto la pujanza de la cooperación española en aquellos años. Así pues, las tortugas, los pinzones, las iguanas, los increíbles endemismos de la flora y de la fauna de uno de los archipiélagos más fascinantes del planeta deben mucho a la ayuda al desarrollo que nuestro país había desplegado desde 1985, y especialmente en el período comprendido entre 2004 y 2011. 




			Desgraciadamente, pocos españoles, al margen de los del sector de las organizaciones no gubernamentales (ONG) y de las administraciones públicas implicadas, supieron de la importancia de la cooperación internacional para el desarrollo, que, por otra parte, fortaleció la acción exterior de España y situó a nuestro país entre los principales donantes del sistema de Naciones Unidas. 




			La cooperación internacional, con su componente básico de ayuda oficial al desarrollo, se ha convertido en una pieza fundamental de la política exterior española y, en realidad, de cualquier país donante. En la actualidad, y no sin pasados debates entre organizaciones sociales y administraciones públicas o entre distintas fuerzas políticas o entre entidades sin ánimo de lucro y empresas privadas, ya resulta evidente que no puede entenderse la política exterior a comienzos del siglo XXI sin el ingrediente básico de la cooperación. Con mayor o menor energía, esta convicción ha arraigado en el sector en la última década. 




			Del mismo modo que los años de éxito y mieles de los que se beneficiaron multitud de países en vías de desarrollo (sobre todo en América Latina y el Caribe y el norte de África, destinatarios principales de esas ayudas) pasaron bastante desapercibidos, el último período de crisis y los recortes de la ayuda han transitado por una actitud política y social que ha oscilado entre la indiferencia y la falta de solidaridad, pasando por la desmovilización de un sector que, apenas hace una década, se movilizaba por la lucha contra la pobreza y los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). 




			¿Qué ha pasado en estos treinta años de historia de la cooperación española? ¿Qué estrategias se han planteado los gobiernos y los actores sociales? ¿Por qué se conoce tan poco esta faceta básica de la política exterior? ¿A quién ha beneficiado de verdad la ayuda? ¿Quiénes han impulsado esa Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) y quiénes la han torpedeado? ¿Cómo ha afectado la crisis a esas políticas desde 2008 y, en especial, desde 2011? ¿Qué objetivos se plantean de cara al futuro? 




			Como en tantas otras facetas, España vivió transformaciones vertiginosas en el transcurso de sólo dos generaciones, de tal manera que hemos pasado de ser un país de multitud de emigrantes a ser destino de oleadas de inmigración o de ser receptores de ayuda al desarrollo a convertirnos en uno de los principales donantes de AOD en los organismos internacionales. Durante veinte años, entre 1985 y 2005, la AOD española fue creciendo de una forma modesta pero constante, al compás de la consolidación del Estado del Bienestar, de la asunción, por parte de España, de unas responsabilidades internacionales cada vez mayores a partir de su ingreso en la Comunidad Económica Europea (1986) y del reforzamiento de su política latinoamericana, sobre todo a partir de 1992. Esta toma de conciencia sobre la necesidad, tanto moral como pragmática, y tan altruista como interesada (aunque suene a paradoja), de una mayor incidencia en la AOD tuvo su principal motor en el crecimiento de las ONG. Durante los años finales del siglo XX y los primeros del presente siglo, estas entidades sin ánimo de lucro (laicas o religiosas, especializadas o generalistas, pequeñas o grandes) rompieron con el viejo asistencialismo de las huchas del Domund, con la cooperación concebida como caridad, y emprendieron una iniciativa que las convirtió en uno de los tipos de organización con más prestigio y respaldo social, como demostraban una y otra vez todas las encuestas. Al rebufo de las ONG que funcionan en otros Estados con una larga tradición de cooperación, como Alemania, Inglaterra, Francia o los países nórdicos de Europa, este movimiento social llegó a aglutinar a cerca de dos millones de socios o simpatizantes encuadrados en centenares de estas entidades sin ánimo de lucro. 




			Las ONG españolas despertaron el interés, e incluso el entusiasmo, de las generaciones más jóvenes entre la década de 1990 y los primeros años de la década de 2000, y se convirtieron en una alternativa de la sociedad civil a unos partidos políticos o unos sindicatos ya entonces muy burocratizados y alejados de las nuevas realidades. Así las cosas, los movimientos antiglobalización, las campañas para dedicar el 0,7 por ciento del producto interior bruto (PIB) para el desarrollo, la lucha por los Objetivos de Desarrollo del Milenio establecidos por la Organización de las Naciones Unidas (ONU), las protestas contra la exclusión social, la desigualdad y la pobreza en el planeta y tantas y tantas reivindicaciones convirtieron a las ONG en un referente moral y en una palanca que hacía entender que otro mundo era posible. Hasta tal grado llegó su popularidad que la frase (entre el egoísmo y la broma) de «no somos una ONG» evidenció implícitamente el reconocimiento de dichas organizaciones como todo un símbolo del desprendimiento y del buen hacer. Fue una época de vacas gordas que se prolongó durante más de una década, entre 1995 y 2008, por situarla en el tiempo a grandes rasgos. 




			Más tarde, ningún sector pudo escapar a una brutal crisis económica que afectó a todas las políticas públicas, y en primer lugar a las más vulnerables. Entre 2009 y 2015, el presupuesto de la cooperación española disminuyó hasta un triste 0,14 por ciento del PIB, cuando había llegado a alcanzar un porcentaje que rebasaba el 0,50 por ciento. Las plazas y bulevares de las grandes ciudades españolas se han llenado en los últimos años de una multitud de jóvenes contratados por las ONG para divulgar las bondades de la cooperación y, sobre todo, para captar socios para unas entidades cada vez más depauperadas por la ausencia de apoyo de las administraciones públicas a sus programas de educación en América Latina, de sanidad en el norte de África o de igualdad de género en Asia. 




			No cabe duda de que, en tiempos de quebrantos y escaseces en casa propia, resulta muy difícil convencer a los ciudadanos de la necesidad de que financien refugios para las víctimas de un terremoto, hospitales para niños en zonas de guerra, escuelas para mujeres analfabetas en selvas y desiertos o programas de derechos humanos en tantos y tantos países. Huérfanas en buena medida de los presupuestos del Estado, de las comunidades autónomas, de los ayuntamientos o de las universidades, las ONG se han visto obligadas a reinventarse, en el mejor de los casos, o a desaparecer o fusionarse, en los peores escenarios. 




			El debate está servido, y los dirigentes más lúcidos de las ONG y de la cooperación han empezado a practicar una autocrítica sobre su funcionamiento y sus señas de identidad que debió plantearse cuando el «papá Estado» corría con la mayoría de los gastos de unas entidades que, salvo contadas excepciones, no se financiaban a partir del apoyo de sus socios, sino gracias a las subvenciones públicas a sus proyectos en los países en vías de desarrollo. No obstante, nunca es tarde si esta urgente revisión de los objetivos de la cooperación sirve para encarar el futuro con esperanzas. Porque, como ha ocurrido en tantas esferas, los árboles de la abundancia no dejaron ver el bosque de la crisis que se avecinaba, y tampoco los excesos de pragmatismo vinieron acompañados de una reflexión a fondo sobre el papel de las instituciones y la sociedad civil española en la ayuda oficial al desarrollo. 




			De todas maneras, el apoyo de la ciudadanía a la política de cooperación se ha mantenido muy alto en los años de la crisis, lo cual demuestra el elevado índice de solidaridad de los españoles. Por citar un dato reciente y significativo, un estudio publicado en noviembre de 2016 reveló que el 94 por ciento de las ONG cuenta con voluntarios universitarios entre sus colaboradores, sobre todo en proyectos relacionados con la infancia, las personas mayores y la cooperación para el desarrollo. El único matiz que podría añadirse a esto sería que, en ocasiones, dicho respaldo se produce más de modo «espasmódico» (por ejemplo, como respuesta ante catástrofes) que de una forma continuada. No conviene olvidar que el grado de asociacionismo civil de nuestro país es bastante menor que en otros Estados de la Unión Europea. 




			Este libro, a medio camino entre el periodismo narrativo y el ensayo histórico sobre los últimos treinta años, pretende cubrir una importante laguna en la bibliografía sobre la cooperación española. Frente a multitud de informes, textos y ensayos para un público especializado, esta faceta de la política exterior de España no ha sido apenas contada en clave rigurosa pero didáctica, seria pero amena. Por ello, este libro tiene la vocación de llegar a un público generalista que desee comprender las claves del ascenso, la caída y las esperanzas de la cooperación internacional para el desarrollo. A partir de este enfoque, el libro incluye una historia del sector (entre 1985 y 2015) y unos perfiles de siete cooperantes de primera fila ligados a los distintos campos de la cooperación; estas personas sirven como hilos conductores para conocer a los destinatarios de la ayuda al desarrollo, como una mirada al exterior, así como para indagar en la sociedad de la que nace esa política, como una mirada hacia el interior de nuestro país. Así pues, la sanidad, la educación, la igualdad de género, la gobernanza y los derechos humanos, las emergencias, el medio ambiente, la cultura y los medios de comunicación serán los ejes de esta narración. Asimismo, el libro incluye algunas breves historias de vida aportadas por cooperantes que han trabajado con frecuencia e intensidad sobre el terreno. 




			Este volumen abarca, por último, una radiografía en datos de la Ayuda Oficial al Desarrollo que explica cómo se ha distribuido geográficamente y las modalidades de canalización de las contribuciones. Para cubrir las exigencias de un lector más especializado también incluimos gráficos explicativos del período 1985-2015 y una bibliografía básica. Así pues, esperamos que el libro ayude a comprender la importancia de esta herramienta decisiva de la política exterior española, tanto de su administración como de su sociedad civil. 




			



	  


	 	

	  

       




			
Breve historia de la cooperación española 




			 




			En 1985, España se abría definitivamente al mundo. Tras décadas de un aislamiento impuesto por la dictadura y después de años de una intensa y compleja Transición, el 12 de junio de ese año, una muy solemne ceremonia en el Palacio Real de Madrid rubricaba el ingreso de nuestro país en la entonces llamada Comunidad Económica Europea (CEE), que derivó más tarde en la Unión Europea (UE). Fueron aquéllos unos tiempos de difíciles negociaciones con nuestros socios europeos, tanto en lo económico como en lo político, pero al final, el éxito coronó aquel empeño, una meta que varias generaciones de españoles habían soñado. Los Pirineos ya eran tan sólo una frontera física, y España se integraba en uno de los clubes más democráticos y prósperos del mundo. Habían pasado poco más de cuatro años desde un intento de golpe de Estado zarzuelero, y apenas dos años y medio antes, en 1982, se vivió la llegada de los socialistas al gobierno, pero la sociedad española había experimentado unos cambios muy profundos y vertiginosos en la política, las costumbres, la cultura y las relaciones de todo tipo. Es más, España se puso de moda en aquellos años que alumbraron personajes universales como el cineasta Pedro Almodóvar, el escritor Javier Marías o el pintor Miquel Barceló. 




			El país ya no era de charanga y pandereta, sino que aspiraba a la modernidad. Y con ese estandarte de la modernidad, a veces más superficial que real, los españoles encontraron un hueco en Europa y proyectaron desde el viejo continente su imagen, sus empresas y sus artistas hacia América Latina y otras regiones del mundo. 




			Como no podía ser de otro modo, la fecha de 1985 marcó también el comienzo de la etapa de consolidación institucional de la cooperación española con la creación de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional y para Iberoamérica (SECIPI), y este nacimiento definió un punto de inflexión sobre la política exterior española. De hecho, hasta bien entrada la década de 1970, cuando empezaba la restauración democrática, el Banco Mundial seguía considerando a España como un país en vías de desarrollo y receptor, por tanto, de ayuda oficial al desarrollo. 




			Así pues, en 1976 podría fijarse el punto de partida de la cooperación española, todavía muy débil entonces y ligada a las relaciones comerciales, con la formación del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD) español. A pesar de aquellos primeros pasos balbucientes, los vientos en favor de la posterior cooperación empujaron con fuerza, y su importancia quedó resaltada incluso en el preámbulo de la Constitución española, aprobada en 1978, que proclama la voluntad de la nación española de «colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra». 




			Otro punto y aparte se registró en 1981, cuando España dejó de ser incluida entre los países receptores de fondos por parte del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Justo una década después, en 1991, y tras la creación, en 1988, de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI),1 nuestro país pasó a ser miembro del CAD tras alcanzar, en el año 1990, una contribución de ayuda oficial al desarrollo equivalente al 0,20 por ciento de su renta nacional bruta (RNB). En este umbral se colocaba el mínimo para que un Estado pudiera ingresar en el CAD. 




			Mientras la cooperación española despegaba, aupada por los programas de los partidos democráticos en política exterior, la sociedad española vivió conmocionada y fracturada el debate sobre el ingreso en la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), o Alianza Atlántica, que finalmente se saldó con una integración militar limitada tras el giro de 180 grados del gobierno de Felipe González, el cual vio respaldado su cambio de orientación (del «no» al «sí») en un referéndum celebrado en marzo de 1986. Argumentada como un complemento necesario de la integración económica y política en la Comunidad Económica Europea, la pertenencia a la Alianza Atlántica cerró un círculo de claro alineamiento occidental y europeísta. En línea con este rumbo, los socialistas volvieron a ganar las elecciones de 1986 y, en paralelo, se incrementó la colaboración policial y política con Francia en la lucha contra ETA en aquellos años calificados de «plomo» por la brutalidad y la frecuencia de las acciones terroristas. 




			Pero aquel período fue testigo, sobre todo, de uno de los acontecimientos más decisivos de todo el siglo XX: la caída del Muro de Berlín en noviembre de 1989. El desmoronamiento de todas las piezas del bloque comunista, como si fueran fichas de dominó, en un proceso de aceleración histórica que concluyó con la desintegración de la URSS en 1991, acabó con la realidad de un mundo bipolar que se había prolongado durante décadas. La llamada coexistencia pacífica y la guerra fría pasaban a la historia, y el concepto de Tercer Mundo, acuñado para los países pobres y no alineados con ninguno de los dos grandes bloques (capitalista y comunista) cayó en desuso. A partir de aquellas fechas, el lenguaje políticamente correcto de la cooperación ya comenzó a hablar de países desarrollados o en vías de desarrollo. 




			Entretanto, en España, y más allá de la macropolítica o de los problemas económicos del paro y de las reconversiones industriales, la sociedad civil iniciaba en aquellos tiempos una toma de conciencia cada vez mayor que buscaba fuera de los partidos y los sindicatos nuevos canales para la participación en las tareas públicas. En la cresta de esa ola, a medio camino entre el desencanto y la indignación, se fortalecieron las organizaciones no gubernamentales (ONG), que pasaron de ser unas entidades minoritarias (salvo casos como la Cruz Roja y algunas otras) a agrupar a miles de socios de toda clase y condición. 




			Bien es cierto que, antes de ese período, tanto organizaciones laicas como religiosas españolas se habían dedicado a la ayuda humanitaria o a proyectos de desarrollo, especialmente en América Latina. Pero esas actuaciones y proyectos entraban más bien dentro del ámbito del asistencialismo, y no tanto del de una auténtica cooperación internacional como la entendemos en su concepción moderna. Volvió a ser 1986 un año clave porque en esa fecha se fundó la Coordinadora de ONG para el Desarrollo (CONGDE) a iniciativa de tres organizaciones (Ayuda en Acción, IEPALA y Médicos Mundi), a las que se sumarían muchas otras hasta llegar a convertirse en una potencia como instrumento de una sociedad civil organizada, posición que mantiene en la actualidad, o, mejor dicho, hasta el año 2010, cuando alcanzó su pico de arraigo y de prestigio, para iniciar más tarde un preocupante declive que comenzó con el estallido de la crisis económica mundial en 2008 y se prolonga hasta nuestros días. Pero ya trataremos ese punto después en esta breve historia de la cooperación española. A pesar de todo, la CONGDE constituye hoy la mayor plataforma estatal de organizaciones sociales dedicadas a la cooperación internacional, la lucha contra la pobreza y la ayuda humanitaria. 




			En definitiva, su penetración social, sus acciones en multitud de países y su diversidad de cometidos y de proyectos convierten a las oenegés en el actor más importante de la cooperación internacional. Hoy en día, cerca de quinientas organizaciones (grandes, medianas y pequeñas, laicas y confesionales, generalistas y especializadas, con más presencia en unos continentes u otros...) funcionan en España. En todas ellas subyace un debate —que hoy está más vivo que nunca tras años de terrible crisis— sobre las vías de financiación, la dependencia de los fondos públicos o las prioridades en la ayuda. 




			En un libro conmemorativo del 25.o aniversario del máster en Cooperación Internacional de la Universidad Complutense de Madrid, publicado en 2011, el diplomático Carmelo Angulo, hoy presidente de Unicef Comité Español, y la experta en desarrollo Elena Montobbio, dos especialistas en el tema, abordaban un análisis muy certero de la evolución de las ONG. «El sector no gubernamental», señalaban, «ha asumido un rol determinante en la cooperación. Se ha consolidado como actor principal, ha avanzado en su organización interna, se ha profesionalizado y ha ido evolucionando incluso de un trabajo más centrado en sectores vulnerables muy localizados al posicionamiento claro en temas de incidencia política, como los derechos humanos, el comercio justo o la defensa de la biodiversidad, el microcrédito y el género, y ha asumido la promoción de temas olvidados o delicados como la violencia juvenil y otros». Sin duda alguna, esta opinión retrata muy bien la situación de las ONG, aunque está escrita al comienzo de una crisis que ha trastocado la función y los presupuestos de la cooperación, una crisis de la que no han escapado tampoco estas organizaciones. 




			De cualquiera de las maneras, la profesionalización de los cooperantes ha mejorado año tras año, y al compromiso imprescindible para dedicarse al desarrollo se le han sumado unos conocimientos y una formación técnica muy estimables, especialmente en las nuevas generaciones. En 2006, este proceso recibió un impulso determinante, como veremos más adelante, con la aprobación, por parte del gobierno, del Estatuto del Cooperante y con la declaración del 8 de septiembre como Día del Cooperante en conmemoración de la Cumbre del Milenio. Ahora bien, esta mayor cualificación de aquellos que se dedican profesionalmente y laboralmente a la cooperación, bien desde las administraciones, o bien desde las ONG, y cuyo número podría estimarse en algo más de dos mil trabajadores en España, ha generado un debate constante en la disyuntiva entre cooperantes y voluntarios. Si bien muchos expertos consideran que las dos funciones no deberían ser excluyentes, en muchas ocasiones se crean disfunciones o solapamientos entre dos estatus que la mayoría de la sociedad no sabría distinguir. 




			De regreso al recorrido histórico por la cooperación, el tránsito de la década de 1980 (que concluye con la caída del Muro de Berlín) a la de 1990 está teñido de dramáticos acontecimientos internacionales que también planearon sobre los crecientes desafíos de la cooperación. En ese capítulo se enmarcaron las protestas de estudiantes chinos en la plaza de Tiananmén, en Pekín, saldadas con una masacre de incontables muertos; la invasión de Kuwait por Irak en 1990, que desencadenó la primera guerra del Golfo, o el imparable auge del fundamentalismo islámico, que tuvo como siniestro símbolo la fetua contra el escritor indio Salman Rushdie por su libro Los versos satánicos. En las décadas siguientes, estas coordenadas determinaron un nuevo orden mundial, que sustituyó al que se había mantenido desde la segunda guerra mundial, y que vino acompañado de la revolución de internet, que modificó ya para siempre el ecosistema de la información, el periodismo y las comunicaciones. 




			Mucho más cerca que China u Oriente Próximo, las guerras en la antigua Yugoslavia, que estallaron en 1991 y ensangrentaron toda esa década en aquella parte de los Balcanes, obligaron a los actores de la ayuda al desarrollo, desde los gobiernos hasta las ONG, a replantearse multitud de esquemas preconcebidos. Se trataba del primer conflicto bélico en suelo europeo desde 1945, en un país excomunista con un desarrollo medio, entre bandos de los que resultaba difícil deslindar las respectivas responsabilidades y en una región donde nunca había sido necesaria la ayuda humanitaria. Además, los conflictos balcánicos, que se prolongaron durante toda la década, pusieron sobre el tapete la discusión sobre los límites del llamado derecho de injerencia humanitaria e impusieron por la lógica de los hechos una siempre tensa colaboración entre los ejércitos de las grandes potencias, de un lado, y las ONG y otros actores civiles de la cooperación, de otro. 




			Aquel endiablado conflicto en los Balcanes occidentales se cobró también la vida de una cooperante: Mercedes Navarro, una logista de Médicos del Mundo en Mostar (Bosnia y Herzegovina), que murió a manos de un ultra croata desequilibrado que asaltó a tiros la sede de esta ONG en la capital de la región de Herzegovina el 29 de mayo de 1995. Ha sido, quizá, la víctima más sonada de la cooperación española, y su muerte puso de relieve, por si todavía resultaba necesario recordarlo, los riesgos de cualquier tarea humanitaria en zonas de guerra. 




			Todo este panorama geopolítico impulsó una gran conciencia social en España y una explosión de solidaridad con guerras y catástrofes que derivó en un motor de frecuentes movilizaciones para lograr que los países desarrollados destinasen el 0,7 por ciento de su renta nacional bruta a la ayuda oficial al desarrollo. Si bien esta meta solamente se ha alcanzado en cinco Estados, entre ellos los países nórdicos europeos, su fijación por la ONU sirvió como acicate para muchos gobiernos y sectores sociales en el camino de incrementar la cooperación. 




			En coincidencia con la caída del Muro de Berlín, en 1989, los socialistas habían triunfado de nuevo en los comicios generales de aquel año y, pese a sus pérdidas en apoyos electorales, volvían a situar en la oposición a los conservadores del Partido Popular (PP), entonces renovados con la presidencia de José María Aznar. A trancas y barrancas, España se seguía abriendo al exterior, y su política de relaciones internacionales se reforzaba cada vez más con una presencia muy notable en América Latina y el Caribe, donde los negocios alternaban con la ayuda al desarrollo, y los proyectos industriales, con la apertura de centros culturales. 
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